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I.
RESUMEN

1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “Comisión”, “Comisión Interamericana” o “CIDH”) recibió el 10 de noviembre de 2004 una petición presentada por Gerardo Cruz Pacheco (en adelante “peticionario” y/o “presunta víctima”), en contra de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante “Estado” o “Estado mexicano” o “México”). En la petición se alega que el Estado mexicano sería responsable por la detención prolongada de la presunta víctima, por haber sido torturado física y psicológicamente, así como por haber sido juzgado ilegalmente por tribunales en el fuero ordinario cuando debió ser juzgado por tribunales militares porque era miembro activo del ejército. 
2. El peticionario alega que el Estado es responsable por la violación de todos los artículos de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
3. Por su parte, el Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible porque el peticionario busca que la Comisión se convierta en un tribunal de cuarta instancia.
4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y en cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decide declarar el caso admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional en perjuicio de Gerardo Cruz Pacheco. Asimismo, decide declarar admisible la petición respecto de la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. La Comisión decide además, notificar esta decisión a las partes, publicarla e incluirla en su Informe Anual para la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

5. El 10 de noviembre de 2004 la Comisión recibió la petición y le asignó el número 1225-04. El 16 de marzo de 2009, transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado, solicitándole que dentro del plazo de dos meses, presentara su respuesta, de conformidad con lo establecido en el artículo 30.2 del Reglamento de la CIDH. La respuesta del Estado fue recibida el 19 de mayo de 2009. Dicha comunicación fue debidamente trasladada al peticionario.
6. Además, la CIDH recibió información del peticionario el 24 de febrero de 2011, 13 de diciembre de 2011, 31 de julio de 2012 y 8 de marzo de 2013. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al Estado.  
7. Asimismo, recibió información del Estado el 27 de agosto de 2009, 27 de julio de 2011, 12 de julio de 2012 y 1 de julio de 2013. Dichas comunicaciones fueron debidamente trasladadas al peticionario. 

Cuestión preliminar sobre el trámite de la petición

8. El Estado manifiesta en la presente petición que la demora entre la recepción de la petición y su tramitación “ha rebasado cualquier límite de temporalidad y razonabilidad afectando la seguridad jurídica y la equidad procesal” pues la petición fue transmitida al Estado 4 años y 4 meses después de que fuera presentada por el peticionario. Agrega que esto deja en una situación de indefensión al Estado, no importando si el retraso es consecuencia de una falta de diligencia por parte de los peticionarios o un retraso indebido por parte de la Comisión. En consecuencia, solicita que la CIDH considere la posibilidad de declarar la improcedencia de la petición.
9. La CIDH, mediante comunicación de fecha 14 de diciembre de 2009, expresó al Estado que “el tiempo transcurrido desde que la Comisión recibe una denuncia hasta que la traslada al Estado, de acuerdo con las normas del sistema interamericano de derechos humanos, no es, por sí solo, motivo para que se decida archivar la petición”. Asimismo indicó que la Comisión ha señalado que “en la tramitación de casos individuales ante la Comisión, no existe el concepto de caducidad de instancia como una medida ipso iure, por el mero transcurso del tiempo”
. Sin perjuicio de lo anterior, la CIDH señaló que evaluará el planteamiento del Estado, la información remitida por el peticionario y la incidencia de la demora en la materia del caso, en el informe pertinente sobre la petición.

10. Sobre el particular, la CIDH observa que a la fecha de redacción del presente informe, los hechos que dieron origen al reclamo subsisten por lo que reitera que en la tramitación de casos individuales ante la CIDH, no existe el concepto de caducidad de instancia como una medida ipso iure por el transcurso del tiempo. Asimismo, toda la información proporcionada ha sido trasladada a ambas partes para la presentación de las observaciones que se estimen oportunas, en observancia de las disposiciones convencionales y reglamentarias pertinentes.
III.
POSICIÓN DE LAS PARTES

A.
El peticionario

11. El peticionario, quien era teniente de infantería del Ejército Nacional Mexicano, señala que el 2 de octubre de 1996 se encontraba estudiando con veinte oficiales de las fuerzas armadas en un cuartel militar del segundo batallón de la policía militar del cuerpo de guardias presidenciales, cuando fue secuestrado por autoridades militares, rechazando con ello las afirmaciones del Estado de que habría sido detenido en días posteriores a las afueras de un domicilio particular. 

12. Afirma haber sido torturado en el Cuartel General del Cuerpo de Guardias Presidenciales con la finalidad de auto incriminarse y firmar su baja del retiro en declaraciones tomadas entre el 10 y 11 de octubre de 1996 rendidas ante el Ministerio Público Militar. Denuncia haber sido víctima de toques eléctricos en todo el cuerpo y partes íntimas, haber sufrido asfixia con una bolsa de plástico con agua, haber recibido golpes en la cabeza y planta de los pies con una tabla vendada, haber sido envuelto en sábanas mojadas y golpeado con un arma. Asimismo sostiene haber sufrido presión psicológica al haber sido obligado a escuchar grabaciones donde se golpeaba a miembros de su familia. Indica que ello duró hasta el 11 de octubre, fecha en la que fue puesto a disposición de las autoridades civiles federales y encarcelado en una prisión de máxima seguridad, el Centro de Readaptación Social No. 1 “La Palma”.
13. De acuerdo al peticionario, se le imputaron los cargos de porte de armas ilegítimas y de homicidio. Afirma que el 3 de diciembre de 1997 el juez del Juzgado Primero de Procesos Penales Federales dictó sentencia absolutoria ordenando su libertad, por no acreditarse responsabilidad penal, la cual fue apelada por el Ministerio Público de la Federación. De acuerdo al peticionario, el 22 de abril de 1998 el Segundo Tribunal Unitario 'A' del Segundo Circuito en materia penal (tribunal de segunda instancia) lo habría sentenciado a 50 años de prisión como copartícipe en diferentes homicidios sin tomar en cuenta las pruebas presentadas. Frente a dicha sentencia interpuso una demanda de amparo directo. Señala que el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito en Toluca, Estado de México, mediante sentencia de fecha 12 de febrero de 2004 negó el amparo. El peticionario interpuso un recurso de queja ante la Suprema Corte de Justicia, que fue denegado el 11 de marzo de 2004.
14. El peticionario alega que fue juzgado y sentenciado por un tribunal incompetente ya que debió haber sido juzgado por la justicia militar. Señala que el artículo 13 de la Constitución mexicana establece la competencia militar para los delitos contra la disciplina militar y que, a su vez, la legislación mexicana establece que los delitos del orden común son delitos contra la disciplina militar cuando son cometidos durante el servicio. Indica que fue consignado a un tribunal civil federal en forma dolosa para encubrir toda responsabilidad por abuso de autoridad y torturas. Señala asimismo que fue despojado de forma ilegal de su investidura militar un día antes de ser encarcelado.
15. El peticionario sostiene asimismo que existieron irregularidades en todo el proceso: habría sido privado de libertad sin orden de autoridad judicial competente; la defensora que lo asistió en la declaración realizada ante el Ministerio Público que constituyó base para la sentencia condenatoria habría sido una pasante, quien, según el peticionario, trabajaba para la parte acusadora ya que era secretaria del Fiscal; se habrían inventado pruebas y supuestos careos que según el peticionario no sucedieron.
16. El peticionario alega haberse dirigido en diversas ocasiones a la Comisión Nacional de Derechos Humanos (número de expediente 96/8408) sin obtener resolución positiva.

17. Respecto a las torturas, el peticionario adjunta certificado médico emitido al ingresar a 'La Palma' que documenta la existencia de cicatrices múltiples por 'quemadura eléctrica en tórax anterior y posterior'. Adjunta asimismo dos hojas de lo que pareciera ser la sentencia de primera instancia donde se hace referencia a un certificado emitido por el médico del Centro Federal de Readaptación Social de fecha 12 de octubre de 1996 que establece que:  'corroborándose, que el inculpado en cita, fue torturado [...] y como puede advertirse con los certificados médicos [...] que Gerardo Cruz Pacheco, presenta huellas de lesiones externas recientes [...], múltiples heridas cicatrizadas, al parecer por aplicación de toques eléctricos, con una evolución de ocho a diez días'.  En cuanto a la investigación de las alegaciones de tortura, sostiene que la constatación realizada por el juez de primera instancia dio origen a una averiguación previa prevista por la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura. Señala que el 23 de mayo de 1997 el agente del Ministerio Público de la Delegación Metropolitana de la Procuraduría General de la República se declaró incompetente por tratarse de un militar, por lo que se habría iniciado una averiguación en la Procuraduría de Justicia Militar por denuncia realizada por el peticionario. Afirma que dicha averiguación no habría concluido.
18. En cuanto al agotamiento de los recursos internos, el peticionario habría interpuesto una demanda de amparo frente a la sentencia de segunda instancia que lo condenó. Señala que el Primer Tribunal Colegiado del Segundo Circuito en Toluca, mediante sentencia de fecha 12 de febrero de 2004 negó el amparo. El peticionario interpuso un recurso de queja ante la Suprema Corte de Justicia, que fue denegado el 11 de marzo de 2004. Con ello se habrían agotado los recursos internos.

B. 
El Estado 

19. El Estado sostiene que la petición debe ser declarada inadmisible porque el peticionario busca que la Comisión se convierta en un tribunal de cuarta instancia.
20. Según el Estado, conforme a las investigaciones realizadas por la Procuraduría General de la República, la presunta víctima estaría involucrada en los delitos de homicidio y de asociación delictuosa en perjuicio de tres miembros de la Policía Judicial Federal y de una persona civil. Indica que según las pesquisas, la presunta víctima refirió pertenecer a una organización delictiva relacionado al crimen organizado y narcotráfico.

21. El 9 de octubre de 1996 se libró orden de aprehensión en contra de Gerardo Cruz Pacheco por los delitos de homicidio. Indica el Estado que la presunta víctima fue dada de bajo del 2do Batallón de Policía Militar del Cuerpo de Guardias Presidenciales y del ejército y Fuerza Aérea Mexicanos por así haberlo solicitado. El 11 de octubre habría sido detenido por personal militar afuera de su domicilio portando un arma de fuego calibre .45 de uso exclusivo para el Ejército y Fuerza Aérea Mexicana y llevado a las instalaciones del Ministerio Público Militar acusado por delitos contra la disciplina militar.
22. El 12 de octubre de 1996 se decretó formalmente la detención de la presunta víctima. El 13 de octubre de 1996 se ratificó la detención ministerial y ese mismo día rindió su declaración preparatoria en la que manifestó que fue detenido por militares  y torturado del 2 al 10 de octubre y señaló que no sabía nada de los hechos que se le imputaban.

23. El Estado sostiene que antes de rendir su declaración ministerial, se le revisó y se emitió un certificado médico que indica que la presunta víctima presentaba lo siguiente: “dermoabraciones antiguas al parecer por quemaduras de primer grado en región frontal, amputación antigua de la tercera falange del dedo medio de la mano izquierda con cicatriz queloide en el muñón, sano y sin huellas de lesiones externas”.  El agente del Ministerio Público Militar remitió el desglose de la averiguación previa a la Procuraduría General de la República, por tratarse de un delito federal relacionado con la muerte de servidores públicos por lo que la presunta víctima fue puesta a disposición del agente del Ministerio Público de la Federación.

24. El 14 de octubre de 1996 se decretó auto formal de prisión en su contra. El 3 de diciembre de 1997, el Juzgado Primero de Distrito resolvió absolver al acusado. El Ministerio Público Federal apeló la sentencia, y el 22 de abril de 1998, la presunta víctima fue sentenciada por el tribunal de segunda instancia a 50 años de prisión, 82 días de multa y reparación del daño por su participación en la comisión del delito de homicidio y por asociación delictuosa.  La presunta víctima interpuso recurso de amparo directo que al ser resuelto confirmó la revocación de la sentencia. El 12 de febrero de 2004 la presunta víctima interpuso amparo directo en contra de la revocación de la sentencia absolutoria que fue negada y se confirmó la sentencia condenatoria. Actualmente se encuentra compurgando pena en el Centro Federal de Readaptación Social No. 1 “Penal del Altiplano”, en el Estado de México.

25. El Estado manifiesta que en el presente caso, conforme a la jurisprudencia nacional e interamericana, contrariamente a lo manifestado por el peticionario, los tribunales militares carecen de competencia para conocer de los delitos de homicidio calificado y asociación delictuosa, debido a que no se está en presencia de delitos o faltas contra la disciplina militar. Asimismo, al momento de los hechos la presunta víctima no se encontraba en servicio activo pues había abandonado el servicio de emergencia. Por lo tanto las autoridades civiles eran las competentes para conocer del caso. 
26. El Estado señala asimismo que los tribunales militares conocieron el procedimiento penal respecto del delito de abandono de servicio por tratarse de una falta contra la disciplina militar, que culminó con el fallo del Juez 4º Militar, que el 21 de enero de 1999 en cumplimiento con la sentencia de segunda instancia, condenó a la presunta víctima a una pena de dos años y ocho meses de prisión.

27. En cuanto al agotamiento de los recursos internos, el Estado indica que en el presente caso, no existen elementos en la petición que revelen un comportamiento arbitrario en los procedimientos judiciales. Por el contrario, cada una de las determinaciones fueron debidamente fundadas y motivadas de acuerdo a las normas del debido proceso penal previstas en la legislación nacional. En consecuencia, la CIDH no puede reabrir el proceso tramitado en la jurisdicción interna para revisar de nuevo los alegatos planteados. De lo contrario,  estaría convirtiéndose en una cuarta instancia.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
28. El peticionario se encuentra facultado, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presunta víctima a Gerardo Cruz Pacheco, respecto de quien el Estado de México se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que México es un Estado parte en la Convención Americana desde el 24 de marzo de 1981, fecha en la que depositó su instrumento de ratificación. Asimismo, México ratificó la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura el 22 de junio de 1987. Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición.  Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana y en la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, que habrían tenido lugar dentro del territorio de México, Estado Parte en dicho tratado.  
29. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana y la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura ya se encontraban en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición.  Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Convención Americana y por la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura. 

B. Agotamiento de los recursos internos 
30. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. El artículo 46.2 de la Convención por su parte establece tres supuestos en los que no se aplica la regla del agotamiento de los recursos internos: a) que no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados; b) que no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; y c) que haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 
31. De acuerdo a la información aportada por las partes, la CIDH observa que la presunta víctima fue absuelta en primera instancia el 3 de diciembre de 1997. El Ministerio Público de la Federación interpuso recurso de apelación y el Magistrado del Segundo Tribunal Unitario del Segundo Circuito, mediante sentencia de 22 de abril de 1998 modificó la sentencia apelada y determinó la responsabilidad de la presunta víctima por los delitos de homicidio calificado y asociación delictuosa, imponiéndole una pena privativa de libertad de cincuenta años, una multa de ochenta y dos días de salario mínimo y el pago de la reparación del daño.
32. Frente a dicha sentencia, la presunta víctima presentó un recurso de amparo directo que fue rechazado el 12 de febrero de 2004 por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Distrito, al determinar que la sentencia reclamada se encontraba apegada a derecho. Inconforme con dicha resolución la presunta víctima interpuso un recurso de queja que fue denegado in limine por la Suprema Corte de Justicia mediante sentencia de fecha 11 de marzo de 2004 por notoriamente improcedente. Según la Suprema Corte de Justicia, “no surte alguna de las hipótesis previstas en el artículo 95 de la Ley de Amparo, razón por la cual el medio de impugnación que en el caso se intenta es notoriamente improcedente y debe desecharse”. Asimismo indicó que “la sentencia recurrida no contiene decisión sobre la constitucionalidad de una ley, ni la interpretación directa de un precepto constitucional, presupuestos de procedencia del recurso de revisión en amparo directo”.
33. Ahora bien, la CIDH observa que el peticionario alega que la base del proceso penal y la condena guarda relación con la tortura que alega haber sufrido inicialmente como mecanismo de autoincriminación. De esta manera, si bien la Comisión observa que el proceso penal se encuentra cerrado a nivel interno desde marzo de 2004, la investigación respecto de los alegatos de tortura podría dar lugar a una modificación sustancial en la situación procesal de la presunta víctima, en caso de llegarse a una determinación de que fue víctima de tortura y que fue obligado a incriminarse. En ese sentido, la Comisión centrará su análisis de agotamiento en la respuesta otorgada por el Estado a las denuncias de tortura, que de acuerdo a la petición, constituyen la base del proceso y condena penal. 

34. De la información que obra ante la CIDH se desprende que el peticionario denunció en diversas oportunidades ante las autoridades judiciales los presuntos actos de tortura de los que habría sido objeto, por ejemplo ante el tribunal de primera instancia y en la interposición del recurso de amparo frente a la sentencia condenatoria. El peticionario señala que el Ministerio Público se declaró incompetente para investigar los actos de tortura y la justicia militar no se habría pronunciado al respecto. El Estado por su parte, no ha controvertido dicha información.
35. La CIDH observa que, en los casos en los que se alega tortura, que es un delito penal procesable de oficio en México, el recurso adecuado y efectivo es normalmente una investigación y proceso penal y el Estado tiene la obligación de promover e impulsar los mismos. En tal sentido, en relación a los delitos perseguibles de oficio, la CIDH ha manifestado en reiteradas ocasiones que  “las autoridades deben realizar una investigación penal eficaz destinada a esclarecer los hechos y las responsabilidades”
. 
36. En el presente caso, la CIDH observa que en primera instancia las autoridades judiciales habrían constatado posibles hechos de tortura y se habría iniciado una investigación que habría sido trasladada al fuero militar en 1997. Según el peticionario, dicha averiguación no habría concluido y el Estado no ha presentado información al contrario. Asimismo, la CIDH nota que el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito en su sentencia de amparo directo de fecha 12 de febrero de 2004, respecto de las alegaciones tortura señaló que “[…] corresponde al órgano acusador, realizar las investigaciones correspondientes y determinar si existe delito que perseguir, investigación que de acuerdo a las diversas constancias que integran el sumario, se aprecia que la autoridad ministerial dio seguimiento a la denuncia realizada por el quejoso, y si a la fecha como lo indica no se ha ejercitado acción penal en contra de las personas que señala lo lesionaron, es en atención a que la autoridad investigadora consideró que no existía delito que perseguir”.
37. Conforme a la información disponible, y en vista de que en casos de tortura, como se señalara anteriormente, las autoridades deben realizar una investigación penal eficaz destinada a esclarecer los hechos y las responsabilidades, la Comisión encuentra que la alegada falta de investigación de actos de tortura, requiere de un análisis en la etapa de fondo. En consecuencia, la CIDH concluye que aplica la excepción al agotamiento de los recursos internos, de conformidad con lo establecido en el artículo 46.2.c. de la Convención.
38. Sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención. Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.

2.
Plazo de presentación de la petición

39. La Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva. En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de una de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al 46.2.c de la Convención Americana. Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión. A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

40. En el presente caso, la petición fue recibida el 10 de noviembre de 2004, ocho meses después del rechazo in limine del recurso de amparo, y en ausencia de una decisión judicial respecto a las denuncias de tortura. En consecuencia, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.
3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional
41. No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por éste u otro órgano internacional. Por lo tanto, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención.
4.
Caracterización de los hechos alegados

42. La Comisión considera que no corresponde en esta etapa del procedimiento decidir si se produjeron o no las alegadas violaciones en perjuicio de las presuntas víctimas.  A efectos de la admisibilidad, la CIDH debe resolver en este momento únicamente si se exponen hechos que, de ser probados, caracterizarían violaciones a la Convención Americana, como lo estipula el artículo 47.b de la misma, y si la petición es "manifiestamente infundada" o si es “evidente su total improcedencia”, según el inciso (c) del mismo artículo.
43. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes.
44. En este sentido, la CIDH considera que los hechos alegados, en caso de resultar probados, caracterizarían posibles violaciones de los derechos garantizados en los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional en perjuicio de Gerardo Cruz Pacheco. La CIDH decide además declarar el caso admisible sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
V.
CONCLUSIONES

45. La Comisión concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y decide continuar con el análisis de fondo relativo a la supuesta violación de los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 de dicho instrumento internacional, respecto de Gerardo Cruz Pacheco. Asimismo, decide declarar el caso admisible sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
46. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:

1. Declarar admisible la presente petición en cuanto se refiere a presuntas violaciones de los derechos reconocidos en los artículos 5, 7, 8 y 25 de la Convención Americana, en concordancia con el artículo 1.1 de dicho tratado en perjuicio de Gerardo Cruz Pacheco. Declarar la petición admisible sobre la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 1, 6 y 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.
2. Notificar esta decisión a las partes. 

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 12 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidente; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión, el Comisionado José de Jesús Orozco Henríquez, de nacionalidad mexicana, no participó en el debate ni en la decisión del presente caso.


� Véase CIDH, Informe No. 33/98, Caso 10.545, Clemente Ayala Torres y otros v. México, 15 de mayo de 1998, párr. 28; CIDH, Informe No. 68/08, Caso 12.671, Ernesto Trevisi v. Argentina, 16 de octubre de 2008, párr. 26.


� CIDH. Informe No. 14/06 (Admisibilidad), Raquel Natalia Lagunas y Sergio Antonio Sorbellini, Argentina, 2 de marzo de 2006, párr. 44.
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